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San Juan de Pasto, 

ENERO de 2023 

 
 

Señor 

JUEZ MUNICIPAL DE PASTO (Reparto de Tutela) 

E. S. D. 
 

 

Referencia: Solicitud de Amparo de Tutela. 

 
ACCIONANTE: ANA LUCIA CALVACHE BASTIDAS 

C.C. 59.836.345 de Pasto 
ACCIONADO: ALCALDIA MUNICIPAL 

SECRETARÍA  DE TRANSITO 
DE PASTO 
MUNICIPAL 

y 

DIRECCIÓN: Barrio Panamericano, 
Chachagui 

apto 102 Mpio 

TELÉFONOS: 319 494 5609 
CORREO 
ELECTRÓNICO: 

yhaju0220@yahoo.es 

TEMA: REINTEGRO  -  REUBICACIÓN DEL CARGO - 
ESTABILIDAD LABORAL  REFORZADA  -  MADRE 
CABEZA DE FAMILIA. 

PRECEDENTE 

HORIZONTAL: 

Fallo de tutela del 08 de noviembre de 2022 

– Juzgado Cuarto Civil Municipal de Pasto. 
Radicación: 52-001-40- 03-004-2022-00829-00. 
Accionante: Alba Nelly Calderon Melo. 
Accionado:      Departamento    de     Nariño. 
Resuelve un 
caso similar. 

PRECEDENTE 
JURISPRUDENCIAL: 

Sentencia T-084/18 de la Corte Constitucional. 
Sentencia T-388 de 3 de septiembre de 2020. 
M.P. Diana Fajardo Rivera 

 
ANA LUCIA CALVACHE BASTIDAS, mayor de edad, identificada al pie de mi 

firma, con el debido respeto acudo ante esta instancia judicial para interponer 

ACCIÓN DE TUTELA frente a la ALCALDIA MUNICIPAL DE PASTO – SECRETARIA 

DE TRANSITO MUNICIPAL, entidad representada legalmente por el Alcalde y 

por el Secretario (a) de Tránsito Municipal respectivamente o quien haga sus 

veces, los reemplace o represente, quienes transgredieron preceptos 

constitucionales, legales y jurisprudenciales al desvincularme de mi cargo en 

provisionalidad como P.U. Código 219, grado 06 de la planta Global de la 

Alcaldía de Pasto, sin analizar previamente mi situación personal como madre 

cabeza de familia. 

 
I.- DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS: 

 
La entidad accionada ha vulnerado mis derechos fundamentales a la estabilidad 
laboral reforzada como madre cabeza de familia, debido proceso administrativo, 

seguridad social, al mínimo vital, la protección especial de la familia, al trabajo en 
condiciones dignas y justas, a la igualdad y otros derechos que resulten vulnerados 

de la relación fáctica y jurídica que se expone a continuación, constituyendo 
vías de hecho. 

 
Por lo tanto, solicito señor (a) Juez Constitucional, imparta las siguientes o similares; 

 
II.- DECLARACIONES Y ÓRDENES: 

 

PRIMERA.    -    Se    DECLARE    que  la    ALCALDIA  MUNICIPAL  DE  PASTO      y 

SECRETARÍA   DE TRANSITO MUNICIPAL, con la decisión de dar por terminado mi 
nombramiento provisional como P.U. Código 219, grado 06 en la planta global de 
la Alcaldía de Pasto, ha vulnerado mis derechos fundamentales a la estabilidad 
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laboral reforzada como madre cabeza de familia, debido proceso 
administrativo,seguridad social, al mínimo vital, a la igualdad frente a la 
aplicación de la jurisprudencia, los principios de favorabilidad y de buena fe y 
demás derechos que el señor juez constitucional considere afectados. 

 
SEGUNDA.-   Así  mismo,  se  ORDENE   la   ALCALDIA  MUNICIPAL  DE  PASTO    y 

SECRETARÍA   DE TRANSITO MUNICIPAL, que en el término perentorio de cuarenta 
y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo o, el término que Usted señor 

(a) Juez Constitucional considere pertinente para la protección efectiva de mis 
derechos fundamentales vulnerados,  REINTEGRARME o en su defecto REUBICARME 

a un cargo igual o equivalente, sin desmejorar mis condiciones. 

 
TERCERA. - Que se me paguen los salarios y prestaciones sociales dejadas de 
percibir desde el día de la desvinculación del cargo, hasta la fecha de mi 
reintegro efectivo. 

 
CUARTA. - Las declaraciones y órdenes que el señor (a) Juez considere pertinentes 
para la protección efectiva de mis derechos fundamentales vulnerados. 

 

III. PRESUPUESTOS JURÍDICOS QUE FUNDAMENTAN LA ACCIÓN 

CONSTITUCIONAL: 

 
“LEY 1232 DE 2008 - ARTÍCULO 2º. Jefatura femenina de hogar. Para los efectos de la 
presente ley, la Jefatura Femenina de Hogar, es una categoría social de los hogares, 
derivada de los cambios sociodemográficos, económicos, culturales y de las relaciones 
de género que se han producido en la estructura familiar, en las subjetividades, 
representaciones e identidades de las mujeres que redefinen su posición y condición 
en los procesos de reproducción y producción social, que es objeto de políticas 
públicas en las que participan instituciones estatales, privadas y sectores de la 
sociedad civil. 

 
En concordancia con lo anterior, es Mujer Cabeza de Familia, quien, siendo soltera o 
casada, ejerce la jefatura femenina de hogar y tiene bajo su cargo, afectiva, 
económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras 
personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente 
o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero 
permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo 
familiar.” 

 
Teniendo en cuanta lo anterior, estoy en condición de madre cabeza de familia y 

sujeto de especial protección constitucional, a mi cargo están mi hija de 12 años y 

mi madre de 72 años de edad, quien sufre de diabetes, artrosis y tiene problemas 

cardiacos, además de su avanzada edad, no está en condiciones de trabajar, por 

lo tanto, mi salario era el único sustento económico de nuestra familia. 

 

IV. FUNDAMENTOS DE LA TUTELA: 

PRIMERO: ingrese como funcionaria a la planta global de la Alcaldía de Pasto, 

mediante resolución Número 0348 del 13 de junio de 2011 como Profesional 

Universitario Código 219 grado 06 en Provisionalidad y acta de posesión 

Numero 0145 de la misma fecha, cargo que he venido desempeñando en el 

área financiera de la Secretaria de Tránsito y Transporte Municipal. 

SEGUNDO: en los ya once (11) años que llevo trabajando, he cumplido con mis 

funciones de manera correcta, con eficiencia y eficacia, atendiendo de manera 

oportuna y satisfactoria todos los procesos, procedimientos y asuntos puestos en mi 

conocimiento tal como lo acredita la Contraloría Municipal de Pasto en sus 

evaluaciones en las auditorías realizadas a la oficina a mi cargo. 

TERCERO: por otra parte informo que en la actualidad mi familia está conformada 
por mi persona y mis dos hijos YHARA ISABELA BOLAÑOS CALVACHE, nacida el 02 

de febrero de 2007, quien cuenta con 15 años de edad y es estudiante de grado 
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Once de  la  Institución  Educativa  Sagrados  Corazones  de  Jesús  y  María  del 

Municipio de Chachagui, y JUAN SEBASTIAN BOLAÑOS CALVACHE, nacido el 20 de 

febrero de 2003 quien cuenta con 19 años de edad y actualmente entra a cursar 

Séptimo semestre de Medicina en la Universidad Cooperativa. 

CUARTO: de lo anterior se colige que mis dos hijos están bajo total y absoluta 

responsabilidad mía, mi hija por ser menor de edad y seguir cursando sus estudios 

de colegiatura y mi hijo que pese a ser mayor de edad continua sus estudios 

superiores, mismos que lo ocupan tanto la mañana como la tarde, situación que lo 

imposibilita para adquirir algún trabajo. 

QUINTO: es necesario recalcar que la responsabilidad que tengo sobre mis dos 

hijos es continua y permanente desde el momento de nacimiento de cada uno de 

ellos, dado que por situaciones ajenas a mí, NUNCA he contado con la ayuda 

económica del padre de mis hijos, quien se sustrajo totalmente de esta, por ello es 

así que siempre he sido la persona que les ha proporcionado en su totalidad la 

alimentación, el vestuario, la vivienda, los estudios, la salud, la recreación y demás 

gastos en los que puedan incurrir mis hijos, sin recibir ayuda de terceras personas. 

SEXTO: es así que como ya se ha mencionado anteriormente son mis dos hijos 

quienes hacen parte de mi núcleo familiar, quienes dependen exclusivamente de 

mí, y que desde su nacimiento han estado completamente a mi cargo, y quienes 

han quedado completamente desprotegidos por la terminación de mi 

provisionalidad emitida por la secretaria de Tránsito Municipal que me desvinculo 

de mi cargo a partir del día 20 de septiembre de 2022, misma que con el 

mencionado acto administrativo ha violado tajantemente mis derechos como 

madre cabeza de familia, mi derecho como sujeto de especial protección 

constitucional bajo la estabilidad laboral reforzada que me cobija, mi derecho al 

trabajo, seguridad social, salud, igualdad; y el de mis dos hijos frente a sus 

derechos a la educación, a la salud y una vida digna. 

SEPTIMO: por otra parte es menester mencionar que con el fin de garantizarles una 

vivienda digna a mis dos hijos, adquirí un leasing con la entidad financiera 

DAVIVIENDA, el cual goza de beneficio en tasa de interés la cual es subsidiada por 

el Gobierno Nacional, que la garantía de acceso a la vivienda se encuentra 

consagrada en el artículo 51 de la Constitución Política de Colombia y que en la 

actualidad gracias al desarrollo jurisprudencial se ha elegido como un derecho 

Fundamental pese a pertenecer a los denominados derechos económicos, 

sociales y culturales. 

OCTAVO: la deuda que yo adquirí con DAVIVIENDA por un valor de NOVENTA Y 
DOS MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y UN MIL SETESCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO 

PESOS ($ 92.561.754), misma que me sentía en la capacidad financiera de sobre 

llevar teniendo en cuenta que hasta la fecha en que la adquirí yo seguía 

vinculada a mi trabajo en la Secretaria de Tránsito Municipal de Pasto. 

NOVENO: desde el momento en que fui desvinculada de la Secretaria de Transito 

no he recibido ningún ingreso económico mediante el cual pueda solventar mis 

gastos, los de mis hijos y las deudas con las que cuento en la actualidad dado que 

mi UNICO INGRESO era el que yo percibía por mi vinculación con la Secretaria de 

Tránsito Municipal de Pasto. 

DECIMO: es por lo anterior que preocupada por la responsabilidad que adquirí 

con la entidad financiera DAVIVIENDA decidí anticresar el inmueble por un valor 

de SETENTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($ 75.000.000) dinero el cual use para 

pagar el crédito que obtuve con DAVIVIENDA. 

DECIMO PRIMERO: fue por ello que junto con mis dos hijos tuvimos que salir de 

nuestra casa he ir a arrendar un apartamento que se acomodara a mi situación 

económica actual, pagando por concepto de canon de arrendamiento un valor 

de OCHOSCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($ 850.000) más servicios. 

DECIMO SEGUNDO: por otra parte informo que antes de que salieran las listas de 
elegibles para el cargo que yo desempeñaba, presente un derecho de petición 
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informando todas las situaciones fácticas expuestas en el escrito que antecede, y 

frente a tal petición la respuesta de la hoy entidad accionada se encamino en 

manifestar que hasta la fecha de la misma, es decir el 18 de mayo de 2022 el 

concurso de méritos adelantado por la CNSC no había culminado y que aún no se 

contaba con la lista de elegibles y que por ende no había transgresión a ningún 

derecho, pero que de igual forma mi caso iba a ser tenido en cuenta frente a la 

protección  especial  por  la  estabilidad  laboral  reforzada  que  me  cobija  al  ser 

madre cabeza de familia 

DECIMO TERCERO: frente a lo manifestado anteriormente por la Subsecretaria de 

Talento Humano de la Alcaldía de Pasto se puede inferir que nunca se hizo el estudio 

respectivo de mi caso y en consecuencia fui desvinculada sin tener en cuenta la 

situación de especial protección constitucional que me cobija y que les di a 

conocer en la petición presentada, lo cual refiere una clara omisión frente a lo 

manifestado por la Secretaria de Transito y además una flagrante violación de los 

derechos fundamentales míos y de mi núcleo familiar. 

DECIMO CUARTO: para concluir es menester informar a su despacho que a la 

fecha existen cargos equivalentes al que yo ocupaba en la Secretaria de Tránsito 

Municipal de Pasto, cargos a los cuales ninguna persona que se presentó al 

concurso de méritos paso y que dadas las condiciones constitucionales y legales 

que me amparan podrían ser ocupados por la suscrita a efectos de que no se 

continúe con la violación de los derechos fundamentales míos y de mi núcleo 

familiar compuesto únicamente por mis hijos quienes como ya lo he mencionado 

dependen en su totalidad de mí y del salario que devengaba como funcionaria 

de la administración Municipal. 

 
 

 
V. MARCO LEGAL Y ANALISIS JURIDICO: 

 

Artículos 2, 13, 23, 25, 26, 29, 42, 43, 46, 48 y 58 de la C.N.; LEY 1232 DE 2008, LEY 790 
DE 2002. 

PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 

 
La Corte Constitucional a través de reiterada jurisprudencia, ha considerado la 

situación de aquellas personas que han sido nombradas en provisionalidad para 

ocupar cargos de carrera administrativa, toda vez que las circunstancias de 

vinculación y retiro del servicio se dan en condiciones que no son equiparables a 

las de los funcionarios públicos de libre nombramiento y remoción y los funcionarios 

inscritos en carrera administrativa 

 
“La  jurisprudencia  constitucional  ha  reconocido  que  si  bien  los  funcionarios 
nombrados en provisionalidad en cargos de carrera no gozan del fuero de 
estabilidad que ampara a quienes han ingresado al servicio mediante concurso 
de méritos, sí tienen cierto grado de estabilidad laboral, en la medida en que no 
pueden ser removidos de sus empleos mientras i) no sean sujetos de una sanción 
disciplinaria o ii) se provea el cargo respectivo a través de concurso y iii) la 
desvinculación se produzca mediante un acto motivado. En sentencia T-800 de 

1998[21], la Corte Constitucional expuso: 

La facultad con que cuentan los órganos y entidades del Estado para desvincular a 
sus servidores depende del tipo de sujeción que éstos tengan con la Administración. 
Los que ocupan cargos de carrera administrativa, por haberse vinculado mediante 
calificación de méritos, tienen una estabilidad laboral mayor que la de los servidores 
que ocupan cargos de libre nombramiento y remoción; ésta se traduce en la 
imposibilidad que tiene el ente nominador de desvincularlos por razones distintas a 
las taxativamente previstas en la Constitución y la Ley. 

 
En cambio, la estabilidad de los servidores que ocupan cargos de libre 
nombramiento y remoción es, por así decirlo, más débil, ya que pueden ser 
separados del mismo por voluntad discrecional del nominador, según lo exijan las 
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circunstancias propias del servicio. Aunque a la luz de la Constitución y la 
jurisprudencia, se trata de un régimen excepcional, debido al grado de flexibilidad y 
a la preeminencia del factor discrecional que reposa en cabeza del nominador, el 
régimen legal tiene previsto un control judicial de los actos de desvinculación 
para evitar posibles abusos de autoridad. 

 
No obstante, cabe aclarar que la estabilidad laboral de un funcionario que ocupa 
un cargo de carrera administrativa no se reduce por el hecho de que se 
encuentre en provisionalidad. La Administración sólo podría desvincularlo por 
motivos disciplinarios o porque se convoque a concurso para llenar la plaza de 
manera definitiva, con quien obtuvo el primer lugar.” 

 

PROCESO DE REESTRUCTURACION ADMINISTRATIVA EN ENTIDADES DEL 
ESTADO-Plan de protección denominado "retén social” tendiente a 
garantizar la estabilidad laboral a las madres cabeza de familia, 
discapacitados y servidores próximos a pensionarse 

 
La protección que se deriva del contenido del derecho fundamental a la 
seguridad social en pensiones y de la regulación legal existente no puede ser otra 
que lograr el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de jubilación 
o vejez por parte de los servidores próximos a pensionarse. En este sentido las 
órdenes que proferirá la Sala consistirán en que, cuando se compruebe la 
pertenencia a la categoría de prepensioandos, se garantice el pago de aportes 
a los sistemas pensionales hasta que se alcance el tiempo de cotización requerido 
para acceder a la pensión de jubilación. 

 

Sentencia T-084/18 de la Corte Constitucional, se analiza las condiciones para ser 

madre cabeza de familia y el retén social: 

 
“La condición de madre cabeza de familia requiere la confluencia de los siguientes 
elementos, a saber: (i) que la mujer tenga a su cargo la responsabilidad de hijos 
menores de edad o de otras personas “incapacitadas” para trabajar; (ii) que la 
responsabilidad exclusiva de la mujer en la jefatura del hogar sea de carácter 
permanente; (iii) que exista una auténtica sustracción de los deberes legales de 
manutención por parte de la pareja o del padre de los menores de edad a cargo; 
y (iv) que exista una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la 
familia. De igual modo, la verificación de las circunstancias anteriormente 
enunciadas debe realizarse en el marco de un procedimiento administrativo, que 
otorgue la plenitud de las garantías propias del derecho fundamental al 
debido proceso.” 

 

“53. A continuación, la Sala se referirá al caso particular de los servidores públicos 
vinculados en provisionalidad por un período de tiempo determinado, previsto 
desde su nombramiento. En este tipo de casos, se estima que estos funcionarios son 
titulares de la protección derivada del “retén social”. Sin embargo, la entidad 
correspondiente está facultada para desvincularlos siempre que existan razones 
objetivas del servicio que justifiquen de manera suficiente el retiro de dichos 
funcionarios en cada caso particular. Como es evidente, en tales casos no 
bastará con que se afirme la existencia de un proceso de reestructuración o 
liquidatorio. 

 

Esta precisión se sustenta en que la vinculación de funcionarios en 
provisionalidad por un período establecido obedece a unas lógicas temporales 
y de necesidades concretas del servicio que pueden desaparecer. Por tanto, 
resultaría desproporcionado que se obligara a la entidad pública a mantener una 
relación laboral, que desde un principio se sujetó a un plazo determinado, 
cuando se extinguieron completamente las razones que justifican la permanencia 
del trabajador vinculado en provisionalidad. 

 

En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que los servidores 
públicos que se encuentran en provisionalidad gozan de cierta estabilidad laboral 
que ha denominado como relativa o intermedia, en la medida en que no se 
puede asimilar completamente a aquella a la cual tienen derecho los funcionarios 
de carrera administrativa. 
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Con todo, es indispensable resaltar que, en cualquier caso, la carga 
argumentativa de demostrar plenamente que existen razones objetivas del servicio, 
que justifican con suficiencia la desvinculación del funcionario nombrado en 
provisionalidad por un término definido, recae en la administración. 

 
En consecuencia, la Sala considera que los funcionarios vinculados en 
provisionalidad por un período de tiempo determinado, previsto de antemano 
desde su nombramiento, son titulares de la protección especial derivada del “retén 
social” y, en esta medida, son beneficiarios de estabilidad laboral reforzada en el 
curso de los procesos de reestructuración administrativa de las instituciones 
públicas. No obstante, la entidad respectiva puede desvincular a estos 
servidores siempre que satisfaga la carga argumentativa requerida para tal efecto, es 
decir, que justifique plenamente la existencia de razones objetivas del servicio 
para el retiro de los trabajadores que se encuentran en esta condición. 

 

De esta manera, se protegen adecuadamente los derechos fundamentales de los 
funcionarios públicos que se encuentran en la situación referida, pues para su 
desvinculación por razones del servicio no basta con la existencia de un proceso 
de reestructuración, sino que se debe justificar debidamente que, en el caso 
concreto, existen razones objetivas para el retiro del servidor público titular de la 
protección especial derivada del “retén social”. 

 
54. En suma, el llamado “retén social” es una acción afirmativa que materializa 
el deber constitucional que tiene el Estado de conceder un trato diferenciado a las 
mujeres cabeza de familia que se encuentran en estado de debilidad 
manifiesta. Además, es uno de los mecanismos previstos por el Legislador para 
garantizar la estabilidad laboral de las madres y padres cabeza de familia. Esta 
medida de protección especial deriva directamente de los mandatos 
constitucionales de protección a la igualdad material y a los grupos poblacionales 
anteriormente mencionados, dado que podrían sufrir consecuencias 
especialmente graves con su desvinculación. 

 
No obstante, la estabilidad laboral reforzada derivada del llamado “retén 
social”, no es de carácter absoluto, pues no existe un derecho fundamental a la 
conservación perpetua del trabajo o a la permanencia indefinida en el mismo. Así, en 
el marco de los ajustes institucionales propios de los procesos de reestructuración de 
la administración pública, se debe garantizar la permanencia de los servidores 
públicos que tengan derecho a la protección especial derivada del “retén social”, 
en los términos señalados en los párrafos anteriores.” 

 

En esta sentencia, se analiza el caso de la señora Omaira Jaqueline Nandar de la 
Cruz quien a pesar de ser madre cabeza de familia, fue desvinculada del 
servicio por  parte  del  Municipio de  Ipiales,  en  este  caso  la  Corte  falló  

“ORDENAR  al Municipio de Ipiales que, dentro del término de cinco (5) días, 
contados a partir de la notificación del presente fallo, proceda a REINTEGRAR a 

la accionante Omaira Jaqueline Nandar de la Cruz, si ella así lo desea, a un cargo de 
iguales o mejores condiciones al que ocupaba, sin solución de continuidad desde el 2 de 
febrero de 2017 y hasta cuándo (i) exista una justa causa de terminación de la 

relación laboral debidamente  comprobada;  (ii)  cesen  las  condiciones  que  
originan  la  especial protección; y/o (iii) existan razones objetivas del servicio que 

justifiquen de manera suficiente la desvinculación de la funcionaria en particular, caso en 
el cual la carga argumentativa recae en la administración.” 

 

En Sentencia T-464/19 la Corte Constitucional, se pronuncia de la siguiente manera: 

 
“No obstante, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que dentro de las 
personas que ocupan un cargo de carrera en provisionalidad, pueden 
encontrarse sujetos de especial protección constitucional, como las madres y 
padres cabeza de familia, quienes estén próximos a pensionarse, las personas que 
se encuentran en situación de discapacidad o en debilidad manifiesta por 
causa de una enfermedad. En estos casos, la Corte ha afirmado que antes de 
proceder al nombramiento de quienes superaron el concurso de méritos, los 
funcionarios que se encuentren en provisionalidad deberán ser los últimos en 
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removerse y en todo caso, en la medida de las posibilidades, deben vincularse 
nuevamente de manera provisional en cargos vacantes de la misma jerarquía o 
equivalencia de los que se venían ocupando[36]. 

 
Es así como en la sentencia T-373 de 2017, la Corte concluyó que: 

 
“Una entidad vulnera los derechos fundamentales a la salud y vida digna de 
un sujeto de especial protección que ocupa un cargo de carrera en 
provisionalidad, cuando con fundamento en el principio del mérito nombra 
de la lista de elegibles a quien superó las etapas del concurso, sin antes 
adoptar medidas afirmativas dispuestas en la Constitución y que 
materialicen el principio de solidaridad social, relativas a su reubicación 
en un cargo similar o equivalente al que venía ocupando, siempre y 
cuando se encuentre vacante”. 

 

Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la estabilidad laboral 
de la que gozan todos los funcionarios públicos que se encuentran en 
provisionalidad es una estabilidad laboral relativa o reforzada, en la medida en que 
no tienen derecho a permanecer de manera indefinida en el cargo, pues este debe 
proveerse a través del concurso de méritos. Por su parte, aquellos funcionarios 
públicos que se encuentran en provisionalidad y que son sujetos de especial 
protección constitucional gozan de una estabilidad laboral reforzada, pero pueden 
llegar a ser desvinculado con el propósito de proveer el cargo que ocupan con 
una persona que ha ganado el concurso de méritos, pues se entiende que el 
derecho de las personas que se encuentran en provisionalidad cede frente al 
mejor derecho que tienen aquellos que participan en un concurso 
público. 

 
No obstante lo anterior, este Tribunal Constitucional ha reiterado que en el caso de 
sujetos de especial protección constitucional que ejerzan cargos en provisionalidad, 
las entidades deben otorgar un trato preferencial antes de efectuar el 
nombramiento de quienes ocupan los primeros puestos en las listas de elegibles 
del respectivo concurso de méritos, con el propósito de garantizar el goce 
efectivo de sus derechos fundamentales[38].” 

 
En Sentencia T-063/22, la Corte Constitucional analiza el caso de Milciades Pérez 

Vergel y Carmen Alonso Pérez Vergel, ambos padres cabeza de familia, quieres 
fueron desvinculado por la Alcaldía de Ábrego, la Corte expresó: 

 
“Los titulares de la estabilidad laboral reforzada, tal como lo ha sostenido la Corte, son 
aquellas personas que se encuentran amparadas por el fuero sindical, en 
condición de invalidez o discapacidad y las mujeres en estado de embarazo, 
así como aquellos trabajadores con limitaciones físicas, sensoriales o psicológicas 
que se encuentran en situación de debilidad manifiesta. Al respecto, este Tribunal 
ha sostenido que dicha limitación hace referencia a una aplicación extensiva de 
la Ley 361 de 1997,[111] a aquellas personas que se encuentran en un estado de 
debilidad manifiesta por causa de una enfermedad, sin necesidad de que exista 
una calificación previa que acredite su condición de discapacidad o 
invalidez.[112] 

 
Tratándose de los servidores públicos que ocupan en provisionalidad un cargo de 
carrera, la Corte ha manifestado que gozan de una estabilidad laboral relativa, 
lo que implica que únicamente pueden ser removidos por causales legales que 
deben expresarse de manera clara en el acto de desvinculación. De esta 
manera, la Corte ha reiterado que “la terminación de una vinculación en 
provisionalidad porque la plaza respectiva debe ser provista con una persona 
que ganó el concurso no desconoce los derechos de esta clase de funcionarios, 
pues precisamente la estabilidad relativa que se le ha reconocido a quienes están 
vinculados bajo esta modalidad, cede frente al mejor derecho que tienen las 
personas que ganaron un concurso público de méritos.”[113] Sobre este punto, en la 
sentencia SU-446 de 2011, la Corte señaló que: 

“la situación de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera 
administrativa, encuentra protección constitucional, en la medida en que, 
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en igualdad de condiciones pueden participar en los concursos y gozan 
de estabilidad laboral, condicionada al lapso de duración del proceso 
de selección y hasta tanto sean reemplazados por quien se haya hecho 
acreedor a ocupar el cargo en virtud de sus méritos evaluados 
previamente.” 

 

Sin embargo, teniendo en cuenta que dentro de las personas que ocupan un 
cargo de carrera en provisionalidad, pueden haber sujetos de especial 
protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, quienes 
estén próximos a pensionarse, o personas que se encuentran en situación de 
discapacidad o en debilidad manifiesta por causa de una enfermedad, la 
Corte ha reconocido que “antes de proceder al nombramiento de quienes 
superaron el concurso de méritos, los funcionarios que se encuentren en 
provisionalidad deberán ser los últimos en removerse y en todo caso, en la medida 
de las posibilidades, deben vincularse nuevamente de manera provisional en 
cargos vacantes de la misma jerarquía o equivalencia de los que se venían 
ocupando, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones 
especiales al momento de su desvinculación y al momento del posible 
nombramiento.”[114] En esta dirección, en sentencia SU-917 de 2010, esta 
Corporación precisó que “la vinculación de estos servidores se prolongará hasta 
tanto los cargos que lleguen a ocupar sean provistos en propiedad mediante el 
sistema de carrera o su desvinculación cumpla los requisitos exigidos en la 
jurisprudencia constitucional.” 

 

A modo de conclusión, tal como se reiteró en las Sentencias T-373 de 2017 y T- 
464 de 2019, en aquellos casos en los que surge, con fundamento en el principio 
del mérito, la obligación de nombrar de la lista de elegibles a la persona que superó 
las etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por 
un sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, 
limitados físicos, psíquicos o sensoriales y pre pensionados, las entidades deben 
proceder con especial cuidado antes de efectuar los respectivos 
nombramientos, mediante la adopción de medidas afirmativas, (dispuestas en la 
constitución art. 13 numeral 3º, y en la materialización del principio de solidaridad 
social -art. 95 ibídem-), relativas a su reubicación, y en caso de no adoptarse tales 
medidas, de ser posible, han de ser vinculados de nuevo en provisionalidad en un 
cargo similar o equivalente al que venían ocupando, de existir la vacante, siempre 
y cuando demuestren una de esas condiciones, tanto para la época de su 
desvinculación, como en el momento del posible nombramiento.” 

 

Finalmente, decidió “ORDENAR a la Alcaldía de Ábrego –Norte de Santander- 
que, en el término de quince (15) días, contados a partir de la notificación de esta decisión, 

-en el evento en el que existan vacantes disponibles o en el caso de que existan 
vacantes futuras en provisionalidad, - vincule a los ciudadanos MILCIADES PÉREZ 

VERGEL Y CARMEN ALONSO PÉREZ VERGEL a un cargo igual o equivalente al que 
ocupaban antes de ser retirados mediante las Resoluciones N° 699 y 701 del 15 de 

octubre de 2020. 
Se precisa que, de vincularse nuevamente a los actores en las condiciones antes 
anotadas, su permanencia en provisionalidad estará supeditada a que los cargos que 

lleguen a ocupar sean posteriormente provistos en propiedad mediante sistema de 
carrera. Lo anterior, siempre y cuando, al momento de la vinculación se mantengan las 

condiciones especiales exigidas en la jurisprudencia constitucional que ameriten este 
trato preferencial, de acuerdo a lo desarrollado en la parte motiva de esta 
providencia.” 

 

VI. PRUEBAS: 

 
A. DOCUMENTOS APORTADOS 

 

1. Fotocopia de mi cedula de ciudadanía. 

2. Registro civil de nacimiento de mis hijos JUAN SEBASTIAN Y YHARA ISABELA 
BOLAÑOS CALVACHE. 

3. Registro civil de nacimiento de ANA LUCIA CALVACHE BASTIDAS, donde 
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aparece la anotación del divorcio 

4. Tres  (3)  declaraciones  extra  juicio  rendidas  por  las  señoras  ANA  LUCIA 
CALVACHE BASTIDAS, DEIRAN YANIRA ARAUJO DAZA Y DORELI ANDREA 
RENGIFO  GUERRERO,  del  6  de  mayo  de  2022,  ante  Notario  Primero  del 
Circuito de Pasto, que da fe de las obligaciones que tengo respecto de mis 
hijos. 

5. Certificado de estudio de YHARA ISABELA BOLAÑOS CALVACHE, emitida por 
la   Institución   Educativa   Sagrados   Corazones   de   Jesús   y   María   de 
Chachagui. 

6. Certificado de estudio de JUAN SEBASTIAN BOLAÑOS CALVACHE, emitida por la 
Universidad Cooperativa de Colombia. 

7. Certificado de Leasing emitida por la entidad financiera DAVIVIENDA. 

8. Certificado de afiliación en salud como beneficiarios mis hijos emitida por la ESP 
SANITAS. 

9. Copia derecho de petición presentada ante la Secretaria de Tránsito Municipal 
de Pasto. 

10. Copia de respuesta a Derecho de Petición. 

11. Resolución 239 de 20 de septiembre de 2022 que termina mi nombramiento en 
provisionalidad. 

12. Copia de Contrato de Anticresis celebrado entre mi persona y la señora NELCY 
ANDREA TARAMUEL MALLAMA, por un valor de ($ 75.000.000) 

13. Copia contrato de arrendamiento celebrado entre mi persona y el señor JUAN 
ANDRES PARRA HERNANDEZ por un valor de ($ 850.000). 

B. Fallo de tutela del 08 de noviembre de 2022 – Juzgado Cuarto Civil 
Municipal de Pasto. radicado Radicación: 52-001-40-03-004-2022-00829-00. 
Accionante: Alba Nelly Calderón Melo. Accionado: Departamento de Nariño. 
Resuelve un caso similar. 

 
PRUEBAS DE OFICIO 

 
Las que el señor Juez considere pertinentes para decidir de fondo la acción 
constitucional. 

 
 

VII.- JURAMENTO: 

 
Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que la solicitud de amparo 

constitucional no se ha interpuesto ante otro juzgado o Tribunal por los mismos 

hechos y derechos. 

 
VIII.- COMPETENCIA: 

 
Por la calidad de la entidad tutelada y el ámbito de la administración, es el Juzgado 

municipal el competente para conocer el asunto presentado a su consideración. 

 
IX.- NOTIFICACIONES: 

 

ACCIONANTE: En caso de cualquier notificación favor dirigirse a la carrera 8 
No 12-23 barrio panamericano Apartamento 102 correo electrónico: 
yhaju0220@yahoo.es, celular 319 494 5609 

 
ACCIONADO: MUNICIPIO DE PASTO – SECRETARIA DE TRANSITO MUNICIPAL: correo: 
jurídica@pasto.gov.co  juridicadespacho@pasto.gov.co. 

 

 

Atentamente, 

 

ANA LUCIA CALVACHE BASTIDAS 
C.C. 59.836.345 de Pasto

mailto:yhaju0220@yahoo.es
mailto:jurídica@pasto.gov.co
mailto:juridicadespacho@pasto.gov.co


 

 

 

 

 
 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

 



 

UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 
Radicado: PAS-02-2022-040190 
Fecha : 10/05/22 7:57 
Sede: Pasto 

 

 

 

 

 

 

EL DEPARTAMENTO DE ADMISIONES REGISTRO Y CONTROL ACADÉMICO DE LA 
UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA 

CAMPUS PASTO 

 
 

HACE CONSTAR: 

 
Que, Juan Sebastian Bolaños Calvache, identificado (a) con Cédula de Ciudadanía 

número 1004547192 expedida en Pasto, código estudiantil 755803, se encuentra 

matriculado (a) y cursando quinto semestre del programa de Medicina, Resolución de 

Registro calificado del Ministerio de Educación Nacional Nro. 04219 del 10 de marzo de 

2017. 

Período comprendido:    01 de febrero de 2022 al 11 de junio de 2022 
 

Créditos Académicos Matriculados:     14 
 

Tiempo de Trabajo Académico Semanal: 37 Horas 
 

En el artículo 61, parágrafo 2. El Reglamento Académico Nacional señala que, para 
efectos de certificación de nivel, se tendrá en cuenta el número de créditos 
matriculados y aprobados del total del programa. 

 
El presente documento no tiene validez sin la firma o si presenta borrón o enmendadura. 
La información contenida en esta constancia es extraída directamente del sistema de 
información académica. 

 
En constancia se expide a solicitud del interesado(a) en San Juan de Pasto el 10 de mayo 
de 2022. 

 

Ana Cecilia Muñoz Burbano 
JEFE(A) ADMISIONES Y REGISTRO 

 
Proyectó: Támara Fuentes Peña 
Revisó: Ana Cecilia Muñoz Burbano 
darc.pas@ucc.edu.co 
Vigilada Mineducación 
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CERTIFICACION 

SAN JUAN DE PASTO, NARINO, 05/05/2022 

COLOMBIA, 

A quién interese 

 
Por medio de la presente hacemos constar que la señora ANA LUCIA CALVACHE 

BASTIDAS con Cédula de Ciudadanía número 59836345 

 
Posee en el banco Davivienda: 

 
LEASING HABITACIONAL 

Número 6010105800186316 

Saldo al corte $ 92,561,754.42 Pesos 

 
Cordialmente, 

 
 
 
 
 
 
BANCO DAVIVIENDA 



Banny Yeritza Sarmiento Vanegas 

Coordinador Gestión de la Afiliación 

 

 

 
 
 

CE-006 - 0000000100 – 2022 
 

CERTIFICA 

Que la(s) persona(s) relacionada(s) a continuación está(n) o ha(n) estado afiliada(s) a 

 

 

TIPO Y NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN CC 1004547192 
 

NOMBRES Y APELLIDOS Bolaños Calvache,Juan Sebastian 
 

TIPO DE AFILIADO Beneficiario 
 

TIPO DE TRABAJADOR N/A 
 

FECHA DE AFILIACIÓN AL REGIMEN 01/10/2021 
 

ESTADO DE AFILIACIÓN 

ESTADO DE SERVICIO 

REGIMEN 

Vigente 

Habilitado 

Contributivo 

 

 

 

 

 

 

 
 

La presente se expide a nombre de Calvache Bastidas,Ana Lucia, a los 05 días del mes de mayo del año 

2022. 

 

NOTA: Esta certificación no constituye aprobación de traslado, ni es documento válido para solicitar 

servicios médicos. 



Banny Yeritza Sarmiento Vanegas 

Coordinador Gestión de la Afiliación 
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CERTIFICA 

Que la(s) persona(s) relacionada(s) a continuación está(n) o ha(n) estado afiliada(s) a 

 

 

TIPO Y NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN TI 1081276463 
 

NOMBRES Y APELLIDOS Bolaños Calvache,Yhara Isabela 
 

TIPO DE AFILIADO Beneficiario 
 

TIPO DE TRABAJADOR N/A 
 

FECHA DE AFILIACIÓN AL REGIMEN 01/10/2021 
 

ESTADO DE AFILIACIÓN 

ESTADO DE SERVICIO 

REGIMEN 

Vigente 

Habilitado 

Contributivo 

 

 

 

 

 

 

 
 

La presente se expide a nombre de Calvache Bastidas,Ana Lucia, a los 05 días del mes de mayo del año 

2022. 

 

NOTA: Esta certificación no constituye aprobación de traslado, ni es documento válido para solicitar 

servicios médicos. 
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Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: ALBA NELLY CALDERON MELO 

Accionado: DEPARTAMENTO DE NARIÑO 
Decisión:  FALLO PRIMERA INSTANCIA 

 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE PASTO 

Pasto, ocho (08) de noviembre del dos mil veintidós (2022) 

 
I. ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el Despacho dentro del término legal a resolver la acción de tutela 

interpuesta a través de apoderada judicial, por la señora ALBA NELLY CALDERON 

MELO, identificada con C.C. No. 30.740.930 de Pasto, en contra de la 

GOBERNACIÓN DE NARIÑO, para que se le ampare los derechos fundamentales a 

la estabilidad laboral reforzada, debido proceso, trabajo en condiciones dignas. 

 
II. ANTECEDENTES 

 
Refiere la accionante que se encuentra vinculada laboralmente con el 

Departamento de Nariño desde el año 2009, en principio como contratista y 

posteriormente como empleada pública desde el año 2011 en el cargo de Técnico 

Operativo de Atención al Ciudadano, prestando sus servicios por 13 años. 

 
Menciona que la Gobernación de Nariño, mediante correo de 19 de octubre de 

2022, remitió copia del Decreto 502 de 18 de octubre de 2022, mediante el cual 

se efectúa un nombramiento en período de prueba y se declara insubsistente su 

nombramiento como empleada provisional en el cargo ya mencionado, 

advirtiéndole que la declaratoria de insubsistencia es automática una vez el elegible 

tome posesión en el cargo, ordenándole hacer entrega del cargo en 5 días. 

 
Informa que al momento, cuenta con 54 años de edad y que a 30 de 

septiembre de 2022 acredita las 1.161.57 semanas cotizadas en el fondo de 

pensiones, por tanto le restan menos de tres años para cumplir con el requisito de 

edad para pensionarse y; adicionalmente es madre cabeza de hogar, dado que 

tiene a su cargo a su hijo OSCAR ALEJANDRO ROSALES CALDERÓN, quien se 

encuentra estudiando quinto semestre del programa de fisiatría en al Universidad 

Mariana, y a su madre BERTA LIDIA MELO DE CALDERÓN, de 82 años de edad, 

diagnosticada con epilepsia e hipertensión arterial. 

 
Así las cosas, considera que se le ha vulnerado su debido proceso y la 

estabilidad laboral reforzada, aún existiendo cargos similares en los cuales se 

podría ubicar a la accionante. 

 
III. TRÁMITE IMPARTIDO Y PRONUNCIAMIENTO DE LAS PARTES 

 
Conociendo el Despacho de la presente Tutela, mediante auto de 26 de 

octubre de 2022 se admitió la acción, vinculando a a la COMISARIA DE FAMILIA, 

SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE NARIÑO y a la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, ordenando 

tener como pruebas las documentales aportadas y decretando las que se estimaron 
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Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: ALBA NELLY CALDERON MELO 

Accionado: DEPARTAMENTO DE NARIÑO 

Decisión:  FALLO PRIMERA INSTANCIA 
 

pertinentes. Así mismo se profirió auto de mejor proveer de 27 de octubre de 2022, 

en el cual se ordenó la vinculación de MINISTERIO PÚBLICO - PROCURADORA 

DELEGADA PARA ASUNTOS LABORALES, DOCTORA FRANCIA BELALCAZAR 

CHAVES, y auto de mejor proveer de 01 de noviembre de 2022, mediante el cual 

se vinculó a la señora EDREY DEL SOCORRO VARGAS CORDOBA. 

 
La entidad accionada GOBERNACIÓN DE NARIÑO, menciona que la 

COMISION NACIONAL DE SERVICIO CIVIL, mediante proceso de selección No. 
1522 a 1526 de 2020 Territorial Nariño, adelantó la conformación de la lista de 

elegibles para el cargo de TECNICO OPERATIVO – CODIGO 314 GRADO 04, del 
Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

Gobernación del Departamento de Nariño, expidiendo la Resolución No. 11764 de 
26 de agosto de 2022 para dichos fines. 

 

Así las cosas, la Administración procedió a realizar el trámite necesario para 
nombrar a las personas que se encuentran en dicha lista de elegibles, misma que 

se encuentra en firme. Por eso, se hace necesario terminar la provisionalidad de la 
accionante mediante el decreto 502 de 18 de octubre de 2022, misma que 
terminará en cuanto la persona nombrada en propiedad se posesione en el cargo. 

 

Arguye que la accionante no puede pretender permanecer en el cargo, sin 
haber superado el concurso abierto de méritos y no encontrarse en la lista de 

elegibles, por lo que la terminación del nombramiento en provisionalidad de la 
accionante se presentó en legal forma. Además, menciona que su reintegro resulta 
imposible porque se generaría una expectativa y la imposibilidad de cumplimiento, 

toda vez que no existen vacantes para el cargo mencionado y existe una lista de 
elegibles en firme a la cual se debe dar cumplimiento y afectaría el derecho 

obtenido por la señora EDREY DEL SOCORRO VARGAS CORDOBA y las 8 personas 
mas que ofertaron a la OPEC 160252. 

 

Aduce además que no puede desconocerse la primacía del principio de mérito 

para acceso a cargos públicos y que: “el criterio expuesto por la Corte 
Constitucional en la Sentencia SU-917 de 2010, la terminación del nombramiento 
provisional, procede por acto motivado, y sólo es admisible una motivación donde 

la insubsistencia invoque argumentos puntuales como la provisión definitiva del 
cargo por haberse realizado el concurso de méritos respectivo, la imposición de 

sanciones disciplinarias, la calificación insatisfactoria u otra razón específica 
atinente al servicio que está prestando y debería prestar el empleado (…)”. 

 

Finalmente señala que la situación de quienes ocupan cargos en 
provisionalidad se encuentra condicionada al lapso de duración del proceso de 

selección y hasta tanto sean reemplazados por quienes se hayan hecho acreedores 
a ocupar el cargo en virtud de sus méritos; aunado a que se evidencia en el registro 
de la Superintendencia de Notariado y Registro, que la accionante es propietaria 

de dos bienes inmuebles, con lo cual concluye que no se evidencia perjuicio 
irremediable. Por tanto, solicita declarar improcedente la acción de tutela, dado 

que no existe fundamento fáctico y jurídico para despachar favorablemente las 
pretensiones. 

 
Por su parte, la señora EDREY DEL SOCORRO VARGAS CORDOBA, 

identificada con C.C. No. 27.081.516 de Pasto, emite contestación frente a la acción 
de tutela solicitando de antemano que, en caso de prosperar la condición de 
prepensionalidad de la accionante, se oriente el fallo de tutela al reintegro o 

reubicación de la misma a un cargo igual o equivalente no convocado en el proceso 
de selección No. 1522 de 2020. 
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Asunto: Acción de Tutela 

Accionante: ALBA NELLY CALDERON MELO 

Accionado: DEPARTAMENTO DE NARIÑO 

Decisión:  FALLO PRIMERA INSTANCIA 
 

Informa que la lista de elegibles cobró firmeza el día 4 de octubre de 2022, 
con lo cual la Gobernación de Nariño contaba con el término de 10 días hábiles 

para realizar su resolución de nombramiento en el cargo, lo cual se hizo con el 
decreto 502 de 18 de octubre de 2022. Menciona que procedió a aceptar el 
nombramiento mediante oficio de 19 de octubre de 2022, y que le indicaron que 

debía allegar su documentación hasta el día 27 de octubre, y se le indicó que su 
hoja de vida se encontraba aprobada en el aplicativo SIGEP II. 

 

Menciona que se encuentra a la espera de la materialización de la respectiva 

posesión al cargo que debería hacerse hasta el día 2 de noviembre. 
 

La COMISARIA PRIMERA DE FAMILIA, emite un informe ante este 
despacho, en el que se verifica que, la señora ALBA NELLY CALDERÓN MELO, vive 
junto a su madre y sus dos hijos de 27 y 21 años de edad. En el informe se 

consigna que la señora Calderón interpuso la tutela porque se encuentra a portas 
de pensionarse, actualmente laborando como TECNICO OPERATIVO DE ATENCION 

AL CIUDADANO – FUNCIONARIA DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. 
 

Entre las recomendaciones que sugiere la Comisaría de Familia, están tener 
en cuenta que la señora ALBA NELLY CALDERON MELO es madre cabeza de familia, 

que su hijo de 21 años OSCAR ALEJANDRO ROSALES se encuentra realizando 
estudios superiores en la universidad Mariana, por lo cual es dependiente de ella 

al igual que su madre de la tercera edad, y requiere garantía del debido proceso. 
 

La     ADMINISTRADORA     COLOMBIANA     DE     PENSIONES     – 

COLPENSIONES menciona que la solicitud impetrada por la accionante no puede 

ser atendida por la administradora por no ser de su competencia administrativa y 

funcional. Mencionan que se remite la historia laboral unificada de la accionante, 
misma que es de carácter provisional. 

 

Finaliza mencionando que COLPENSIONES no tiene responsabilidad alguna 
en la transgresión de los derechos fundamentales, puesto que no tiene trámite o 

petición en curso por parte de la accionante y solicita desvinculación por falta de 
legitimación en la causa por pasiva. 

 
La PROCURADORA 12 JUDICIAL I PARA ASUNTOS DEL TRABAJO Y 

SEGURIDAD SOCIAL DE PASTO emite concepto ante esta judicatura en el cual 
menciona que por regla jurisprudencial, en un cargo de carrera ocupado en 

provisionalidad por un sujeto de especial protección como padres o madres cabeza 
de familia, limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados, las entidades 

deberán otorgar un trato preferencial a aquellas, antes de efectuar los 
nombramientos, mas adelante menciona: “la estabilidad laboral de los 
prepensionados es una garantía constitucional de los trabajadores del sector 

público o privado, de no ser desvinculados de sus cargos cuando se encuentren ad 
portas de cumplir con los requisitos para acceder a la pensión de vejez”. 

 
Así mismo refiere que la calidad de prepensionado se predica del trabajador 

al que le faltare 3 años o menos para cumplir con el numero de semanas cotizadas 
o tiempo de servicio en el caso del régimen de prima media con prestación definida, 

y que, en el caso concreto, la accionante cuenta con 54 años de edad, afiliada a 
Colpensiones y según su historia laboral reporta 1161.57 semanas cotizadas, por 
tanto le restan por cotizar 138.43 semanas, equivalentes a 2 años y 9 meses, 

adquiriendo de esta manera su condición de prepensionada. 
 

Afirma que con la emisión del decreto 502 de 18 de octubre de 2022, se 
frustraría la posibilidad de consolidar el derecho pensional que aun se encuentra 
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en construcción. Adiciona su argumento estableciendo la vulnerabilidad económica 
sufrida por la accionante en caso de quedar cesante, teniendo personas a su cargo. 

 

IV. CONSIDERACIONES 
 

4.1. Competencia 

 
Teniendo en cuenta la entidad accionada y los hechos que originaron la 

presentación de la acción, este Despacho es competente para conocer de la 

presente acción de tutela, de conformidad con lo consagrado en el Artículo 37 del 
Decreto 2591 de 1991 y el Decreto 1983 de 2017. 

 

4.2. Problema jurídico planteado 
 

Corresponde a este Despacho determinar si ¿la GOBERNACION DE NARIÑO 

se encuentra vulnerando los derechos fundamentales a la estabilidad laboral 

reforzada, debido proceso, trabajo en condiciones dignas de la señora ALBA NELLY 

CALDERON MELO, identificada con C.C. No. 30.740.930 de Pasto, al declararla 

insubsistente con ocasión de la emisión del Decreto 502 de 18 de octubre de 2022 

“por la cual se efectúa un nombramiento en período de prueba y se declara 

insubsistente el nombramiento de un empleado provisional” ? 

 
4.3. Argumentos que sustentarán la decisión 

 
4.3.1. La acción de tutela 

 

La acción de tutela fue creada por el constituyente de 1991, con el fin de 
garantizar el acceso directo a la justicia de personas de cualquier índole y 

naturaleza jurídica, para que mediante un trámite subsidiario, preferente y 
sumario, que no contempla exigencias sacramentales de carácter formal, procuren 

el amparo de sus derechos constitucionales fundamentales que consideren 
vulnerados o amenazados por la acción u omisión de alguna autoridad pública o de 
un particular en los términos que señala la ley. 

 

En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5º y 42 numeral 

3 del Decreto 2591 de 1991, en concordancia con lo preceptuado en el artículo 5º 
del Decreto Reglamentario 306 de 1992, esta vía de protección puede ser ejercida 
contra las autoridades públicas o los particulares que por su acción u omisión hayan 

violado, violen o amenacen violar cualquiera de los derechos constitucionales 
fundamentales. 

 
4.3.2. Carácter residual y subsidiario de la acción de tutela 

 

La acción de tutela es un mecanismo subsidiario, ya que sólo resulta 

procedente cuando no existe otro medio judicial ordinario para su protección. 
Excepcionalmente procede la tutela como mecanismo transitorio, así exista otro 
instrumento judicial ordinario, cuando quiera que se trate de evitar un perjuicio 

irremediable, de forma que de no ser recurriendo a ella, tal perjuicio se consumaría 
sin posibilidad de reparar o retrotraer las cosas a su estado anterior (Decreto 2591 

de 1991). 

 
Nuestra Honorable Corte Constitucional, en aplicación de las distintas 

normas regulatorias referentes a la acción de tutela como instrumento jurídico para 
la especial protección de derechos fundamentales, ha precisado lo siguiente: 
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“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del 
mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección 

inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser 
entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de 
manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los 

diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no 
exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente 

el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta 
positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos 
señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en 

concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación 
de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede 

existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción 
ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o 
complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección 

que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento 
jurídico”1. 

 

Adicionalmente, en Sentencia T-1222 de 22 de noviembre de 20012, la Corte 
Constitucional manifestó que: 

 

“(…) el desconocimiento del principio de subsidiaridad que rige la acción de 
tutela implica necesariamente la desarticulación del sistema jurídico. La 

garantía de los derechos fundamentales está encomendada en primer 
término al juez ordinario y solo en caso de que no exista la posibilidad de 

acudir a él, cuando no se pueda calificar de idóneo, vistas las circunstancias 
del caso concreto, o cuando se vislumbre la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable, es que el juez constitucional está llamado a otorgar la 

protección invocada. Si no se dan estas circunstancias, el juez constitucional 
no puede intervenir”. 

 
4.3.3. Procedencia excepcional de la acción de tutela en materia de 

reintegro laboral. 

 

Para la protección de los derechos consagrados en la Constitución Política de 

1991, se encuentra la existencia de la acción de tutela, que es por excelencia el 
mecanismo de protección de los derechos fundamentales, que tiene la 
característica de ser subsidiaria, es decir, se aplica cuando no exista otro medio de 

defensa judicial para la protección de sus intereses, pero de forma excepcional se 
ha consagrado que esta acción constitucional procede ante la existencia de otro 

medio de defensa judicial, siempre y cuando éste sea ineficaz o se esté ante la 
inminencia de un perjuicio irremediable3. 

 

La naturaleza subsidiaria, permite reconocer la validez y viabilidad de los 
diferentes medios jurisdiccionales que existen dentro del ordenamiento jurídico 

interno, por lo que los ciudadanos deben acudir de forma preferente a los mismos, 
toda vez que brindan una eficaz protección constitucional4, lo que conlleva a que 
la acción de tutela no desplaza los otros mecanismos de protección de derechos o 

usurpa la competencia y atribuciones que legal y constitucionalmente se les otorga 
a las jurisdicciones establecidas en nuestro país, de forma especial cuando los 

mismos no son utilizados ni ejercidos por las partes5. 
 

 
 

1 Sentencia T-106 de 11 de marzo de 1993. M.P. Antonio Barrera Carbonell 
2 M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
3 Corte Constitucional. Sentencia T-045 de 2009. Magistrado Ponente: Dr. Nilson Pinilla Pinilla. 
4 Corte Constitucional. Sentencia T-803 de 2002. Magistrado Ponente: Dr. Álvaro Tafur Galvis. 
5 Corte Constitucional. Sentencia T-975 de 2005. Magistrado Ponente: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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Ahora bien, la Corte ha señalado reiteradamente que, en principio, el 
mecanismo de amparo es improcedente para reclamar el reintegro laboral, toda 

vez que el ordenamiento jurídico prevé para el efecto acciones judiciales específicas 
cuyo conocimiento ha sido asignado a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo 
contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, la misma Alta Corporación ha señalado que el 
examen de procedencia de la tutela debe ser más flexible cuando están 
comprometidos derechos fundamentales de sujetos de especial protección o en 

circunstancias de debilidad manifiesta y, adicionalmente, en los casos en que se 
predica el derecho a la estabilidad laboral reforzada, pues dicha regla general debe 

ser matizada en estos eventos6. 
 

Así, en la Sentencia T-198 de 2006 en relación con la procedibilidad del 

recurso de amparo, señaló: 
 

“En un primer término, debe observarse que la acción de tutela no es el 
mecanismo idóneo para obtener el reintegro laboral frente a cualquier tipo de 

razones de desvinculación. En efecto, esta Corporación ha sostenido que solamente 
cuando se trate de personas en estado de debilidad manifiesta o aquellos frente a 
los cuales la Constitución otorga una estabilidad laboral reforzada, la acción de 

amparo resulta procedente”. 
 

4.3.4. Acción de tutela para reclamar reintegro laboral de 
prepensionado. 

 

Frente a este tema ha sido enfática la jurisprudencia en resaltar que las 
medidas de protección se aplican a los grupos poblacionales e individuos que se 

encuentren en situación de vulnerabilidad. 

 

Así las cosas, el derecho a la estabilidad ocupacional reforzada de que gozan 

los trabajadores con algún grado de limitación comprende las siguientes garantías: 

 

“(i) el derecho a conservar el empleo, (ii) a no ser despedido en razón 
de su situación de vulnerabilidad, (iii) a permanecer en él hasta que se 

configure una causal objetiva que amerite la desvinculación laboral y (iv) a 
que el inspector de trabajo o la autoridad que haga sus veces, autorice el 

despido con base en la verificación previa de dicha causal, a fin de que el 
mismo pueda ser considerado eficaz. Esto último, con independencia de la 
modalidad contractual adoptada por las partes.”7

 

 
Aunado a lo anterior, en sentencia T-460 de 2017 la Honorable Corte 

Constitucional ha expuesto lo siguiente: 

 

“(…) dicha estabilidad opera como instrumento para la satisfacción de 

los derechos fundamentales de estos grupos poblacionales, que se verían 
gravemente interferidos por el retiro del empleo público. Por ende, la Corte 

desestima lo expresado por los jueces de instancia, en el sentido de confundir 
la estabilidad laboral reforzada de los prepensionados con la figura del retén 
social, para concluir erróneamente que la mencionada estabilidad solo es 

aplicable en los casos que el retiro del cargo se sustenta en su supresión ante 
la liquidación de la entidad y en el marco de los procesos de restructuración 

de la Administración Pública” 
 

 

 
6 Corte Constitucional. Sentencias T-521 de 2016 T-060 de 2013, entre otras. 
7 Sentencia T-378 de 2013. 
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Es así como la Corte constitucional tiene como premisa aplicar el principio de 
igualdad en cada caso concreto y, en este sentido garantizar a los prepensionados 

su derecho a no ser desvinculados de su cargo cuando se encuentren a portas de 
cumplir los requisitos para la garantía de su pensión de vejez. Así se expresa en 
sendos pronunciamientos entre los cuales se destaca: 

 

“Más adelante, en Sentencia SU-003 de 2018, esta Corporación advirtió que 
la garantía a la estabilidad laboral de los prepensionados, se predica del 
trabajador que le faltare el cumplimiento del número mínimo de semanas de 

cotización para acceder a la pensión de vejez, dado que el requisito faltante, 
relativo a la edad, puede ser cumplido de manera posterior, con o sin 

vinculación laboral vigente. 
 

Sobre el particular indicó que “la „prepensión‟ protege la expectativa del 

trabajador de obtener su pensión de vejez, ante su posible frustración como 
consecuencia de una pérdida intempestiva del empleo. Por tanto, ampara la 

estabilidad en el cargo y la continuidad en la cotización efectiva al Sistema 
General de Seguridad Social en Pensiones, para consolidar los requisitos que 

le faltaren para acceder a su pensión de vejez”. 
 

De acuerdo con lo expuesto, la Sala encuentra que la estabilidad laboral de 
los prepensionados se predica de los trabajadores (público o privado) que les 

faltare tres (3) o menos años para cumplir con el número de semanas de 
cotizadas o el tiempo de servicio, en el caso del Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida, para acceder a la pensión de vejez”8. 

 

Por último, se ha aclarado que dicha protección legal se puede aplicar en diferentes 
contextos y escenarios en los que la garantía fundamental esté dada. Así lo expresa 

en sentencia T-055 de 17 de febrero de 20209: 

 

“(…) esta Corporación ha estimado que la garantía de la estabilidad laboral 

reforzada para los prepensionados puede aplicarse en otro tipo de contextos 
u escenarios, como serían aquellos en que se haya desvinculado a un servidor 
público por razones distintas a la prevista en el artículo 12 de la Ley 790 de 

200210, o cuando lo propio haya sucedido con un trabajador vinculado a una 
entidad de orden privado11. 

 
4.5. Por esta razón, conforme a la regla prevista en el artículo 12 de la Ley 
790 de 2002, esta Corporación concluyó, en sus tempranos pronunciamientos, 

que para determinar si un trabajador tenía la calidad de prepensionado, había 
que verificar si en los tres años siguientes a la fecha de su desvinculación, 
lograría adquirir la edad y el mínimo requerido de semanas para acceder al 

derecho si estaba afiliado al RPM, u, obtendría el capital necesario 
para hacerse al beneficio pensional si se encontraba en el RAIS12. En caso de 

que ello se configurara y, por supuesto, luego de valorar las condiciones en 
que se produce esa desvinculación, el juez constitucional debía ordenar el 

 
8 Sentencia T-500 de 22 de octubre de 2019. M.P. Alberto Rojas Ríos. 
9 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
10 Cfr., Sentencias T-186 de 2013 y T-326 de 2014, entre otras. 
11 Cfr., Sentencia T-357 2016. En aquella oportunidad esta Corte manifestó que “(…) la condición de 
prepensionado, como sujeto de especial protección, no necesita que la persona que alega pertenecer a dicho 
grupo poblacional se encuentre en el supuesto de hecho propio de la liquidación de una entidad estatal y cobija 
incluso a los trabajadores del sector privado que se encuentren próximos a cumplir los requisitos para acceder a 
una pensión por lo que puede decirse que tiene la condición de prepensionable toda persona con contrato de 

trabajo que le falten tres (3) o menos años para reunir los requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de 
cotización para obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez”. 
12 Aun cuando esta regla ha sido enunciada por esta Corporación, como ocurrió en la reciente Sentencia SU-003 
de 2018, lo cierto es que la Corte no ha ordenado nunca el reintegro de un trabajador afiliado al RAIS. Esto porque 
nunca se ha logrado demostrar que la persona se encuentre a tres años o menos de pensionarse dado que las 
reglas de ese Régimen son disímiles. 
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respectivo reintegro que, en cualquier caso, no podía extenderse más allá de 
la fecha de inclusión en nómina de la pensión de vejez debidamente 

reconocida13. 
 

(…) 

 

(ii) De otra parte, si bien la jurisprudencia constitucional ha garantizado, en 
algunas oportunidades, la estabilidad laboral reforzada y ha dispuesto la 
reubicación de un empleado cuando tal decisión supone materializar el 

principio de solidaridad previsto en el artículo 95 Superior, para ello ha 
estudiado, en concreto, las circunstancias en que se encuentran los 

empleadores y la eventual capacidad que tengan para contratar nuevamente. 
Se ha advertido, a manera de subregla, que “(…) si la reubicación desborda 
la capacidad del empleador, o si impide o dificulta excesivamente el desarrollo 

de su actividad o la prestación del servicio a su cargo, el derecho a ser 
reubicado debe ceder (…). Sin embargo, [la persona jurídica contratante] 

tiene la obligación de poner tal hecho en conocimiento del trabajador, dándole 
además la oportunidad de proponer soluciones razonables a la situación14” 

(Subraya el despacho). 
 

4.3.5. Protección constitucional reforzada para las madres cabeza de 
familia. 

 
En aplicación del principio de igualdad contemplado en el artículo 13 

constitucional, el estado debe apoyar de manera especial a los menos favorecidos, 

entre ellos las madres cabeza de familia, en concordancia del art. 42 que asegura 
la protección integral de la familia. 

 

En dichos términos la protección a la mujer cabeza de familia se ha convertido 
en un mandato constitucional apoyado por la jurisprudencia, a fin de aliviar la carga 

que sobre la mujer pesa cuando debe ser ella quien sostenga su hogar: 
 

“Por tanto, se ha considerado que la calidad de madre cabeza de familia se 
acredita con los siguientes presupuestos: (i) que se tenga a cargo la 

responsabilidad de hijos menores o de otras personas incapacitadas para 
trabajar. (ii) Que la responsabilidad sobre los hijos sea de carácter 

permanente. (iii) Que se presente una ausencia permanente o abandono del 
hogar por parte del padre, y que este se sustraiga del cumplimiento de sus 
obligaciones, o bien que no asuma la responsabilidad que le corresponde y 

ello obedezca a un motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad 
física, sensorial, síquica o mental o, como es obvio, la muerte. (iv) Por último, 

que no exista un apoyo amplio y sustancial de ayuda de los demás miembros 
de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para 
sostener el hogar. Sobre cada uno de los mencionados presupuestos es 

importante tener en cuenta lo siguiente: 

 
73. Primero. Asumir la responsabilidad de hijos menores o de otras 

personas incapacitadas para trabajar. El concepto de madre cabeza de 
familia se refiere a quien brinda un sustento económico, social o afectivo al 

hogar, por lo cual cumple con sus obligaciones de apoyo, cuidado y 
manutención. Una madre cabeza de familia también puede ser aquella que no 

 
13 Cfr., Sentencia T-357 de 2016. 
14 Cfr. Sentencias T-1040 de 2001, T-256 de 2003, T-1183 de 2004, T-434 de 2008, T-1207 de 2008, T-003 de 

2010, T-269 de 2010, T-057 de 2016, T-632 de 2016 y T-703 de 2016. Así ha ocurrido, por ejemplo, en casos 
donde se compromete el derecho al mínimo vital de trabajadores cuya salud se encuentra diezmada. Cuando ello 
ha acontecido, la Corte ha sentenciado que un mecanismo efectivo para evaluar la razonabilidad de la reubicación, 
es analizar “(…) 1) el tipo de función que desempeña el trabajador, 2) la naturaleza jurídica y 3) la capacidad del 
empleador”. 
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ejerce la maternidad por no tener hijos propios, pero se hace cargo de sus 
padres o de personas muy allegadas, siempre y cuando estas conformen su 

núcleo y soporte exclusivo del hogar. Además, una madre cabeza de familia 
no pierde su condición por el solo hecho de que su hijo alcance la mayoría de 
edad, pues existen otras circunstancias con las cuales se puede verificar la 

continuidad en la dependencia, por ejemplo, en el caso de que el hijo se 
encuentre estudiando y por ese motivo no labore. Sobre este tema se ha 

considerado que los hijos mayores de 18 años y menores de 25 años que 
estén estudiando se encuentran “incapacitados para trabajar por razón de sus 
estudios”, y que por este hecho no se pierde la estabilidad por ser madre 

cabeza de familia (…)”15. 
 

V. EL CASO CONCRETO 

 

De las pruebas arrimadas dentro de la presente acción de tutela, se ha 

establecido que la señora ALBA NELLY CALDERON MELO, se encuentra vinculada 

laboralmente con el Departamento de Nariño desde el año 2009, en principio como 

contratista y posteriormente como empleada pública en provisionalidad, desde el 

año 2011 en el cargo de Técnico Operativo de Atención al Ciudadano. 

 
Ahora bien, la Gobernación de Nariño adelantó a través de la Comisión 

nacional del Servicio Civil, el concurso de méritos para proveer algunos cargos de 

carrera administrativa, mediante el proceso de selección 1522 de 2020 – Territorial 

Nariño, en el cual se conformó la lista de elegibles, Resolución No. 11767 de 26 de 

agosto de 2022, misma dentro de la que la señora EDREY DEL SOCORRO VARGAS 

CORDOBA ocupó el segundo lugar y optó por el cargo. 

 
Así las cosas, mediante decreto 502 de 18 de octubre de 2022, “por el cual 

se efectúa un nombramiento en período de prueba y se declara insubsistente el 

nombramiento de un empleado provisional”, la Gobernación de Nariño decretó el 

Nombramiento en período de prueba de la señora EDREY DEL SOCORRO VARGAS 

CORDOBA, bajo la OPEC 160252 para desempeñar el cargo de Técnico operativo, 

Código 314 grado 04, de la planta global de Gobernación del Departamento de 

Nariño y, declaró la insubsistencia de la señora ALBA NELLY CALDERON MELO, 

quien se encontraba en provisionalidad en aquel cargo. 

 
No obstante, como se ha desarrollado en líneas anteriores en el acápite de 

jurisprudencia, observa el despacho que la GOBERNACIÓN DE NARIÑO no tuvo en 

cuenta para realizar el nombramiento en propiedad de la señora EDREY VARGAS, 

la condición de prepensionada con que cuenta la señora ALBA NELLY CALDERÓN, 

dado que, una vez analizado el acervo probatorio recaudado y, ante todo la 

información allegada por COLPENSIONES, se verifica que cuenta con un total de 

1161.57 semanas cotizadas, faltándole 138.43 semanas, equivalentes a 2 años y 

ocho meses para adquirir su derecho a pensión; motivo por el cual adquiere su 

calidad de prepensionada, en los términos explicados por la jurisprudencia “la 

garantía a la estabilidad laboral de los prepensionados, se predica del trabajador 

que le faltare el cumplimiento del número mínimo de semanas de cotización para 

acceder a la pensión de vejez, dado que el requisito faltante, relativo a la edad, 

puede ser cumplido de manera posterior, con o sin vinculación laboral vigente. (…) 

Por tanto, ampara la estabilidad en el cargo y la continuidad en la cotización 

 
15 Sentencia T-388 de 3 de septiembre de 2020. M.P. Diana Fajardo Rivera 
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efectiva al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, para consolidar los 

requisitos que le faltaren para acceder a su pensión de vejez”. 

 
Ahora bien, la Gobernación de Nariño en su contestación menciona que la 

accionante es propietaria de dos bienes inmuebles a nombre de ella, para lo cual 

aporta un certificado de consulta de la Superintendencia de Notariado y Registro 

en el cual se evidencia lo dicho, alegando con esto que no existe perjuicio 

irremediable y solicitando que no se despachen sus pretensiones. 

 

 
En este sentido se tiene que, habida cuenta de los elementos que configuran 

el perjuicio irremediable (cierto, inminente y urgente), el mismo se ha desvirtuado 

en el presente asunto; teniéndose por no probado. Sin embargo, no se ha 

desvirtuado la calidad de madre cabeza de familia que tiene la accionante, quien 

debe proveer por la manutención de su hijo de 21 años, quien se encuentra 

cursando estudios universitarios, y su madre de 82 años; afirmación que es 

respaldada por el informe realizado por la Comisaría primera de Familia en el que 

consigna que la accionante es viuda y vive con sus dos hijos, y su madre de la 

tercera edad (82 años), a quien le ha contratado una persona para que la cuide en 

su ausencia, situación tenida en cuenta en las consideraciones de la señora 

Procuradora Laboral. 

 
Queda claro para el despacho entonces que, la GOBERNACIÓN DE NARIÑO, 

ha vulnerado el debido proceso y la estabilidad laboral reforzada de la señora ALBA 

NELLY CALDEORN MELO, aún existiendo cargos similares en los cuales se podría 

ubicar a la accionante, a fin de darle garantía a su derecho de prepensionada, sin 

desconocer el derecho adquirido por la señora EDREY DEL SOCORRO VARGAS a 

que se realice su nombramiento en propiedad conforme lo dispone la ley. Ahora 

bien, la Gobernación arguye que todos los cargos de los técnicos operativos y 

auxiliares fueron ofertados y, que en caso de que existiera algún cargo, es 

imposible que se la pueda reubicar, pues hay listas de elegibles vigentes las cuales 

serán utilizadas para proveer dichos cargos; sin embargo, en concordancia con lo 

anteriormente expuesto y la especial protección constitucional que merece la 

accionante en su calidad de prepensionada y madre cabeza de familia, la 

Administración Departamental deberá, como bien lo expone la jurisprudencia antes 

citada, proponer soluciones razonables a la funcionaria, a fin de garantizar su 

derecho. 

 
Concuerda el despacho con lo afirmado en el concepto emitido por la 

Procuradora 12 Judicial I Para Asuntos Del Trabajo Y Seguridad Social De Pasto, en 

cuanto a considerar a la accionante como un sujeto de especial protección por su 

calidad de prepensionada y, adicionalmente su condición de madre cabeza de 

familia; por lo cual resulta vulneratoria la decisión emitida por el ente 

Departamental al desvincularla sin realizar un análisis previo de su situación 
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particular, cuando lo procedente en este caso es reubicarla en un cargo similar 

hasta tanto cumpla con los requisitos de ley para acceder a su pensión, sin 

desmejorar su condición laboral, o bien, proponiendo soluciones razonables a la 

funcionaria que, en todo caso garanticen su afiliación al Sistema general de 

Pensiones hasta que adquiera su derecho a la pensión de vejez. 

 

DECISIÓN 
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE PASTO, 
administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de 
la Ley 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- TUTELAR los derechos fundamentales a la estabilidad laboral 

reforzada y debido proceso de la señora ALBA NELLY CALDERON MELO, identificada 

con C.C. No. 30.740.930 de Pasto, frente al DEPARTAMENTO DE NARIÑO - 

GOBERNACIÓN DE NARIÑO. 

 
SEGUNDO.- ORDENAR al DEPARTAMENTO DE NARIÑO - GOBERNACIÓN 

DE NARIÑO que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la 

notificación de la presente sentencia, proceda a REUBICAR a la señora ALBA NELLY 

CALDERON MELO, identificada con C.C. No. 30.740.930 de Pasto, en un cargo de 

equivalente o superior jerarquía al que viene desempeñando, sin desmejorar su 

condición laboral, o bien, proponer soluciones razonables a la funcionaria que, en 

todo caso garanticen su afiliación al Sistema general de Pensiones hasta que 

adquiera su derecho a la pensión de vejez. 

 
TERCERO.- Negar las demás pretensiones, por lo expuesto en la parte 

motiva de la presente sentencia. 

 
CUARTO.- ORDENAR al DEPARTAMENTO DE NARIÑO - GOBERNACIÓN DE 

NARIÑO que emita a este despacho un informe de cumplimiento de lo dispuesto en 

la presente providencia y, ADVERTIR que, en caso de retardo en el cumplimiento 

del fallo o su incumplimiento total, se dará aplicación a lo establecido en el artículo 

27 del Decreto 2591 de 1991. 

 
QUINTO.- NOTIFICAR la presente decisión a las partes por el medio más 

expedito y eficaz, acorde a lo dispuesto en los artículos 16 y 30 del Decreto 2591 

de 1991. 

 
SEXTO.- REMITIR el expediente ante la H. Corte Constitucional para su 

eventual revisión, en el evento que este fallo no fuere impugnado dentro del 

término de su ejecutoria. 
 

 
La Jueza, 

CÚMPLASE 
 

MARTHA YANET VALENCIA SALAS 


